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3. No podrá publicarse el resultado de una inves-
tigación susceptible de ser patentada durante el plazo
de 3 meses a que se refiere el apartado anterior o hasta
que se haya presentado la solicitud de patente. En todo
caso, el organismo y el autor o autores de la invención
estarán obligados a cumplir con las exigencias estable-
cidas en el apartado 2 del artículo 18 de la Ley 11/1986,
de 20 de marzo, de Patentes.

4. Cuando el organismo público de investigación
opte por no mantener los derechos sobre la invención,
el autor o autores de la misma podrán presentar la soli-
citud de patente. En todo caso, el organismo público
de investigación tendrá derecho a una licencia no exclu-
siva, intransferible y gratuita de explotación. Asimismo,
cuando se obtengan beneficios de la explotación de los
derechos citados, corresponderá al organismo público
de investigación una participación del 20 por 100 sobre
los mismos.

Artículo 4. Distribución de los beneficios.

1. Los beneficios obtenidos por el organismo públi-
co de investigación por la explotación de una invención
se distribuirán de la siguiente forma:

a) Un tercio para el organismo.
b) Un tercio para el autor o autores de la invención.
c) Un tercio que se distribuirá de acuerdo con los

criterios que establezca el Consejo Rector del organismo,
teniendo en cuenta la importancia y transcendencia de
la patente, los beneficios que pueda generar y la par-
ticipación o colaboración de personal distinto al autor
o autores de la invención.

2. Los beneficios que correspondan al autor o auto-
res de la invención serán transmisibles por todos los
medios que el Derecho reconoce.

3. Los organismos estarán obligados a liquidar los
beneficios que correspondan con, al menos, una perio-
dicidad anual.

Artículo 5. Contratos o convenios con un ente público
o privado.

Cuando el personal investigador realice una inven-
ción, como consecuencia de un contrato o convenio sus-
critos por cualquiera de los organismos públicos de inves-
tigación a los que se refiere el presente Real Decreto,
con un Ente público o privado, el contrato o convenio
deberá especificar a quién corresponde la titularidad y
beneficios de la misma.

En todo caso, los beneficios que pueda percibir el
organismo público de investigación serán distribuidos
conforme a lo establecido en el artículo anterior.

Disposición adicional primera. Aplicación del Real
Decreto a otros entes públicos de investigación.

El régimen jurídico establecido en el presente Real
Decreto para las invenciones realizadas por personal
investigador será también aplicable a las invenciones
realizadas por el personal investigador del Instituto de
Astrofísica de Canarias, creado por Real Decreto-ley
7/1982, de 30 de abril; del Canal de Experiencias Hidro-
dinámicas de El Pardo, creado por Decreto de 18 de
febrero de 1933; del Centro Español de Metrología, crea-
do por Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado, y del Centro de Estudios
y Experimentación de Obras Públicas, creado por Decreto
de 23 de agosto de 1957, sin perjuicio de lo dispuesto
en sus regímenes estatutarios.

Disposición adicional segunda. Derechos sobre propie-
dad industrial de los becarios de investigación.

En cuanto a los posibles derechos de los becarios
de investigación sobre propiedad industrial, se estará
a lo que disponga la correspondiente convocatoria.

Disposición transitoria única. Distribución de beneficios
de explotación de las patentes ya registradas.

Los beneficios obtenidos por los organismos públicos
de investigación a partir de la entrada en vigor del pre-
sente Real Decreto, por la explotación de invenciones
registradas con anterioridad, serán distribuidos con arre-
glo a lo previsto en el artículo 4 de este Real Decreto.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 18 de enero de 2002.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,
JUAN JOSÉ LUCAS GIMÉNEZ

MINISTERIO DE ECONOMÍA
1755 ORDEN ECO/136/2002, de 24 de enero, por

la que se establecen las aportaciones al Fondo
de Garantía de Depósitos en las Cajas de
Ahorros.

El artículo 3 del Real Decreto-ley 18/1982, de 24
de septiembre, sobre fondos de garantía de depósitos
en cajas de ahorros y cooperativas de crédito, según
la redacción dada por la disposición adicional séptima
del Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de diciembre, sobre
medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria
y financiera, establece el importe de las aportaciones
anuales de las cajas de ahorros al Fondo de Garantía
de Depósitos en Cajas de Ahorros en el 2 por 1.000
de los depósitos a los que se extiende su garantía. Asi-
mismo, se faculta al Ministro de Economía para reducir
esas aportaciones cuando el fondo alcance una cuantía
suficiente para el cumplimiento de sus fines. Dada la
situación patrimonial alcanzada por el mencionado fon-
do, y las perspectivas del sector, se considera conve-
niente hacer uso de esa facultad.

En consecuencia, a propuesta del Banco de España,
dispongo:

Primero.—El importe de las aportaciones de las cajas
de ahorros al Fondo de Garantía de Depósitos en Cajas
de Ahorros, cuyo desembolso corresponde al ejercicio
2001, se fija en el 0,4 por 1.000 de los depósitos que
componían la base de cálculo existente a 31 de diciem-
bre de 2000.

Segundo.—La presente Orden entrará en vigor el día
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 24 de enero de 2002.
DE RATO Y FIGAREDO

Excmo. Sr. Gobernador del Banco de España e Ilmos.
Sres. Presidente del Fondo de Garantía de Depósitos
en Cajas de Ahorros y Directora general del Tesoro
y Política Financiera.


